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Prólogo


 En el contexto de los derechos fundamentales de libertad de expresión y derecho a la información, la reforma constitucional del año 2013 en materia de telecomunicaciones, radiodifusión y competencia económica introdujo el derecho de acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, con lo cual se consolidó un marco normativo de naturaleza convergente que se alinea con la tendencia globalizadora del mundo contemporáneo, en el que la conectividad, es decir, el acceso a los servicios de banda ancha e Internet, constituye uno de los parámetros más importantes del desarrollo humano.

Un año después, en julio del 2014, se promulgó la ley secundaria, que desde entonces conforma el marco normativo a partir del cual ejerce sus atribuciones el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), organismo constitucional autónomo que, junto con la Comisión Federal de Competencia Económica, definen las características conceptuales del llamado Estado regulador, debido a que ambos ejercen atribuciones específicas de regulación, promoción y supervisión de sectores relevantes para el desarrollo nacional, que en el caso del IFT se relacionan con la prestación de los servicios públicos de telecomunicaciones y radiodifusión.

Cabe recordar que la transformación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones —que operaba bajo la figura de la desconcentración administrativa— en un organismo dotado de autonomía constitucional introdujo un cambio significativo en las atribuciones que históricamente estaban asignadas al Poder Ejecutivo federal, en cuanto al uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico. Desde la reforma constitucional en cita, este es el único bien del dominio público cuya concesión no le corresponde al Presidente de la República, sino al IFT, según dispone de manera expresa el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La reforma constitucional también incluyó un cambio significativo en el derecho de acceso a la justicia, al excluir la instancia contencioso administrativa de los medios de impugnación que podrían ejercitarse en contra de los actos de autoridad del nuevo órgano regulador, además de establecer un solo medio de defensa de los particulares a través del amparo indirecto bajo la competencia de los tribunales especializados del Poder Judicial de la Federación, en el que por la importancia de la cuestión quedan limitados los efectos de la suspensión del acto reclamado.

Por otra parte, el andamiaje constitucional reforzó el principio de equilibrio de poderes, al facultar al citado organismo constitucional para defender sus atribuciones a través de la controversia constitucional, en casos de intrusión de otros poderes del Estado en el ejercicio de las facultades que le son propias.

Estos son algunos aspectos, tanto de la reforma constitucional como de la ley secundaria, que permiten a los autores disertar sobre los resultados de un lustro en la operación del IFT.

En sus escritos, varios autores exponen cifras que dan cuenta de avances importantes en la materia en análisis, en particular en el sector de las telecomunicaciones, como es el caso de la eliminación de los cargos por larga distancia nacional y la baja hasta en 84 % de las tarifas de interconexión; sin embargo, también señalan retos, como es el caso del acceso al servicio de banda ancha fija que, según datos oficiales, por cada 100 hogares pasó de 39 accesos en 2013 a 53 en 2018. El aumento es considerable, pero también es indicativo de una ausencia de conectividad para amplios sectores de la población, de ahí la necesidad de una política de competencia más efectiva para cumplir los objetivos básicos de justicia social, como lo plantea el Mtro. Agustín Ramírez, uno de los coordinadores de la obra, que aborda el desempeño de la política pública más reciente en materia de conectividad.

El autor enfoca su análisis en la importancia del acceso a los servicios de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación en las mediciones del desarrollo que, desde la lógica de las grandes corporaciones financieras del mundo actual, hacen eco de sus virtudes como mecanismo de acceso a una serie de servicios que sólo son posibles a través de la banda ancha y el Internet, además de que constituyen elementos reales para disminuir la brecha de desigualdad social de países que, como el nuestro, muestran un rezago histórico.

En esa línea de pensamiento encontramos los textos tanto del Mtro. Javier Juárez Mojica como del Mtro. Fernando Butler Silva. El primero aborda uno de los temas que en la actualidad ya plantea una serie de dilemas de diversa naturaleza, no sólo de carácter normativo, sino en los ámbitos de la ética y la economía, por citar algunos. En efecto, hablar de Inteligencia Artificial es todo un reto, y el Mtro. Juárez lo plantea con soltura académica y de forma independiente de su compromiso profesional como integrante del Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Como bien lo afirma el autor, la Inteligencia Artificial «promete ser una tecnología de propósito general, con el potencial de impactar en todas nuestras actividades físicas e intelectuales por lo que, más que ante una revolución industrial, probablemente estemos ante una revolución del conocimiento». En un mundo globalizado, en donde las grandes corporaciones de telecomunicaciones se esfuerzan cada día en tener una mayor presencia y por tanto en influir en hábitos de vida, la comunidad internacional reacciona con mecanismos que, como el derecho, posibilitan una regulación que pretende equilibrar los intereses económicos de estos agentes económicos con el ejercicio de los derechos fundamentales de sus ciudadanos, y es ahí en donde debe ponerse el acento normativo, en la capacidad de los órganos reguladores de armonizar los intereses económicos y sociales que se generan a partir de esta especie de colonialismo digital.

Por su parte, el Mtro. Butler Silva analiza los términos en que opera, desde una perspectiva técnica y económica, la política del Zero rating que impulsan los agentes económicos de telecomunicaciones como una medida adicional en la provisión de servicios producto de la conectividad, a partir de los conceptos de neutralidad de la red, aunque en estricto sentido no parecen ser sino políticas particulares de la competencia de estos actores, por lo que el autor llama la atención sobre cuestiones asociadas a bloqueo de paquetes, favorecer la entrega de información y topes no neutrales de paquetes de datos, que pueden tener efectos adversos para los usuarios finales, pues como el propio autor lo señala, se trata de «efectos sobre el bienestar de los diferentes esquemas de precios y de las prácticas comerciales de las empresas [que] dependen de las características tecnológicas y económicas de los mercados en que se implementan».

No hay duda de que en materia de competencia económica existe una creciente discusión y preguntas sobre temas semejantes: ¿los algoritmos de asignación de precios pueden resultar en actos colusorios? Y de ser así, ¿se puede sancionar un acto ilícito viniendo de un algoritmo automatizado?, ¿quién comete el acto?, ¿existe acuerdo tácito? Éstas son algunas, entre muchas, de las preguntas que se plantean a diario las autoridades regulatorias, que no están exentas de la discusión académica.

Por ello surgen varias preocupaciones que aún no han resuelto las autoridades de competencia. Las principales se centran en cómo lidiar con las concentraciones por parte de grandes empresas que, si bien en ocasiones no adquieren participantes de la misma rama o sector, están obteniendo poder de mercado en distintas actividades económicas, por lo que es complicado medir y evaluar sus efectos. O bien, quién debería proteger los datos del consumidor en los mercados digitales, si esto tiene un impacto en las condiciones de competencia en los mismos, e incluso si la condicional de acceder a plataformas, servicios y direcciones web significa una cesión de la huella digital de los usuarios (datos personales), lo que potencialmente podría vulnerar el derecho de acceso a la información y libre expresión de dichos usuarios cuando exista poca neutralidad en la red.

El diseño institucional de los nuevos órganos reguladores no está exento de controversias, como lo señala el Mtro. Pineda Ventura, quien revisa el tratamiento de datos personales cuyo resguardo queda a cargo del Instituto Nacional de Acceso a la Información (INAI), pero que en materia de telecomunicaciones puede generar un traslape con las atribuciones encomendadas al IFT. El planteamiento del autor infiere la posibilidad de delimitar los ámbitos de competencia de ambos organismos autónomos a partir de las características de los datos sujetos a análisis, a efecto de concluir de forma armónica sobre su tratamiento por parte de los poderes públicos, de tal suerte que no se afecte la esfera jurídica de los particulares.

La obra plantea muchas otras preguntas y en ocasiones aporta soluciones, que sólo a través de los avances tecnológicos en materia de telecomunicaciones podrían ser posibles. Tal es el caso del Mtro. Mancilla Rosales, quien presenta el valor comercial, tecnológico y social que se deriva del establecimiento de estándares técnicos en el ámbito global en lo que corresponde a las tecnologías de la información y la comunicación, lo que permite su difusión en los ámbitos tanto global como nacional. Desde su perspectiva, ello contribuye al fortalecimiento de derechos como el de acceso a la información y libertad de expresión.

Por lo que toca a la radiodifusión, el texto no podía dejar de lado un tema tan relevante como el derecho de réplica, cuyo análisis corre a cargo de Luis Miguel Carriedo, quien hace un recuento de los diversos instrumentos legales que regulan el ejercicio de este derecho tan significativo para las audiencias de radiodifusión, que se insertan en el contexto del controvertido ejercicio de los derechos de libertad de expresión y derecho a la información. El autor afirma la innegable relación entre el poder político y el poder mediático que por décadas ha limitado un verdadero ejercicio del derecho de réplica y su judicialización en el contexto normativo actual, lo que demerita las posibilidades reales de defensa de las audiencias.

En la misma materia, Graciela Martínez enfoca su revisión en la situación de los medios comunitarios e indígenas, que si bien lograron una regulación específica en la actual Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, no dejan de formar parte de un sector históricamente excluido, que no termina de salir del encierro normativo a que lo han llevado sus finalidades sociales, pues a pesar de la retórica oficial sobre su sentido cultural en términos de la multiculturalidad que identifica a la nación mexicana, la operación queda limitada por falta de recursos y la presión que se ejerce desde las corporaciones mediáticas de carácter comercial, que siempre han visto a este tipo de emisoras como una competencia desleal.

El estudio de las atribuciones del órgano regulador es una de las fuentes de mayor controversia, por cuanto han hecho posible someter sus posibles límites a la jurisdicción de los órganos especializados del Poder Judicial, que en algunos casos incluye pronunciamientos específicos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el texto alude con el mismo rigor analítico al desempeño de las políticas públicas asociadas con aspectos sociales del desarrollo, pues un tema que subyace en los valores institucionales de las agencias de competencia es el de la imperiosa necesidad de crear un país con mejores oportunidades de desarrollo, que alivien la pobreza y cierren brechas de desigualdad social para mejorar el bienestar de las familias mexicanas.

De ahí que la Dra. Eréndira Salgado, quien, además de ser uno de los coordinadores de la obra que tengo el gusto de prologar, analice algunos casos emblemáticos en los que los agentes económicos impugnaron diversas resoluciones del regulador. Como afirma la autora, de forma acertada, mediante resoluciones del Poder Judicial de la Federación se «afirma la función jurídica preponderante del Instituto para el cumplimiento del mandato constitucional atribuido, la cual conjunta las tres funciones estatales clásicas; a saber: i) la producción de normas generales, ii) la de aplicación, y iii) la de adjudicación, como se desprende del texto del artículo 28 constitucional».

En su análisis, no solo se refiere a litigios promovidos por los agentes económicos en contra de actos de autoridad del IFT, sino también a diferencias sobre la constitucionalidad de las atribuciones otorgadas a dicho órgano regulador, en casos trascendentes que disciernen, desde la interpretación de nuestro máximo tribunal, los términos en que opera el equilibrio entre poderes.

Como podemos advertir, los autores abordan una serie de tópicos que forman parte de las discusiones actuales sobre las telecomunicaciones y la radiodifusión, pues la digitalización de la vida humana a nivel global impacta en las actividades económicas, sociales y políticas, que va transformando desde la manera en la que se realiza una transacción bancaria, hasta el imaginario colectivo de una nación, a sabiendas de que en la actualidad resulta imposible sustraerse a la influencia de los grandes consorcios tecnológicos que a nivel mundial promueven estándares de comportamiento tendientes a homogeneizar la actividad humana, al tiempo que plantea dilemas, tanto jurídicos como tecnológicos y éticos, sobre los que es necesario reflexionar desde la Academia, a efecto de superar el vasallaje digital que promueven los grandes consorcios tecnológicos como Facebook, Google y Amazon, por señalar los casos más notables.

Nunca antes estuvo tan vigente el aforismo que afirma que la información es poder, pero en el mundo de las nuevas tecnologías de la información, quien reina es el algoritmo y quienes mejor lo manejan son esas corporaciones que promueven en la población hábitos y necesidades de consumo, sin limitar su ámbito de acción a los actos de comercio, pues igual inducen en sus seguidores la adopción de satisfactores de tipo cultural, que idearios para la elección política.

Cierro la presentación con una breve alusión a la obra Homo Deus, en la que Jorge Wagensberg, a tono con los temas de la obra de Yuval Noah Harari que prologa, afirma que el algoritmo es «un organismo vivo […] y nada impide que este persista indefinidamente. Ni siquiera hace falta ya comprender la realidad. Todo son datos» (1)  y, en efecto, los algoritmos permiten determinar el clima con un alto grado de certeza, se utilizan con éxito en el tratamiento de enfermedades, adelantan al usuario sus gustos musicales, proporcionan información sobre el tipo de lecturas que habitualmente hacemos, sugieren rutas de evacuación ante desastres naturales, recomiendan actividades placenteras, nos acercan a situaciones de la vida real capaces de exacerbar nuestras emociones y, así, un largo etcétera. Todo a partir de la información que nosotros mismos proporcionamos a través de los servicios prestados por nuestros operadores de telecomunicaciones.

Sergio López Rodríguez

Titular de la Autoridad Investigadora en la

Comisión Federal de Competencia Económica, México

(julio de 2017 a junio de 2021)
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	Wagensberg, Jorge, https://elpais.com/cultura/2016/10/19/babelia/1476869722_225744.html.
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Capítulo I Inclusión digital y neoliberalismo: la función de las tecnologías de la información

Agustín Ramírez Ramírez



 Tanto la reforma constitucional como la ley secundaria en materia de telecomunicaciones y radiodifusión, cuyos decretos de promulgación fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) los días 11 de junio de 2013 y 14 de julio de 2014, se insertan en el contexto del llamado Estado regulador, que se nutre de los conceptos a que se refieren los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los que, en una relación armónica con el principio de propiedad originaria a que alude el artículo 27 de nuestra carta fundamental, integran el llamado capítulo «económico» de la Constitución.

El concepto, sin embargo, debe ser analizado al amparo de su relación con los principios del Estado liberal clásico y de la transformación de éste en un Estado benefactor, a partir de una intervención más activa y directa del Estado en la economía, situación que transformó al Estado en un agente no sólo asistencialista sino interventor, hasta que, de la mano del fenómeno globalizador surgió el actual Estado neoliberal, el cual, para algunos estudiosos de los fenómenos económicos y políticos a nivel mundial, constituye una manifestación de las disfunciones del actual Estado liberal capitalista.

En nuestro país, el Estado neoliberal se manifiesta en una denominación más centrada en la naturaleza de las políticas públicas relacionadas con los aspectos normativos de la competencia económica, lo que le ha otorgado la denominación de Estado regulador, que no siempre es entendible desde la perspectiva estrictamente liberal, lo que motiva cierta confusión sobre las características de los distintos espacios de la intervención económica del Estado, como es el caso de las telecomunicaciones, debido en gran medida a las distintas expresiones de nuestras élites políticas. Las reformas estructurales que promovió en su momento el presidente Enrique Peña Nieto, entre ellas la de «telecomunicaciones, radiodifusión y competencia económica», se dieron bajo el argumento de que el intervencionismo estatal de las administraciones previas a su gestión constituían «modelos fracasados del pasado que sólo llevaron al sobreendeudamiento y las crisis económicas permanentes […] mientras que el modelo económico actual […] permite que haya más empleos, crecimiento económico y oportunidades para la sociedad» (1) .Por su parte, el presidente Andrés Manuel López Obrador, al asumir que es responsabilidad estatal promover mejores condiciones de vida para la población, calificó la gestión de Peña Nieto y de quienes lo antecedieron, como parte del modelo neoliberal, al que calificó como una «pesadilla», el fin de un ciclo, en una de sus acostumbradas conferencias de prensa, en la que declaró «formalmente, desde Palacio Nacional, el fin de la política neoliberal […] quedan abolidas las dos cosas, el modelo neoliberal y su política económica de pillaje antipopular y entreguista» (2) .

De conformidad con la retórica gubernamental, no parece estar del todo claro si el Estado regulador constituye una inercia de las estructuras operativas del intervencionismo estatal que Peña Nieto calificó de erróneo, o si, por el contrario, se inserta dentro de las políticas neoliberales que el presidente López Obrador declaró terminadas. Lo cierto es que las particularidades del Estado regulador están presentes en nuestro texto constitucional desde la reforma del año 1983 (DOF del 3 de febrero), es decir, hace más de tres décadas, con la inserción, en el artículo 25 de la Constitución, de un conjunto de obligaciones impuestas al Estado en el sentido de que a éste le corresponde planear, conducir, coordinar y orientar la actividad económica nacional, de ahí que no es posible trazar una línea precisa que permita identificar el momento en que culmina el Estado intervencionista, que de alguna manera venía operando en nuestro país desde el sexenio del presidente Lázaro Cárdenas, aunque existe cierto consenso en cuanto a que su transformación comenzó con los procesos de desincorporación paraestatal y el retiro de la intervención directa del Estado en la economía durante la administración del presidente Carlos Salinas de Gortari.

Por otra parte, tampoco es posible precisar las particularidades del modelo económico que se aventura en nuestro futuro y si éste podrá afianzarse en un mediano o largo plazos, a partir de la presencia de las tecnologías de la información y la comunicación en todas las esferas de la actividad humana, con su creciente influencia en los aspectos económicos, políticos y sociales de un mundo globalizado (3) , a pesar de que en ese contexto es posible afirmar, al menos, la permanencia de los fines del Estado en términos de una búsqueda constante del interés general y por ello la satisfacción de las necesidades de la población económicamente más vulnerable, más allá de los esquemas ideológicos que gobiernan el mundo actual.

Lo anterior, en virtud de que la intervención del Estado en la economía es una constante histórica que se ha dado en diversos grados, que no dependen de un sólo estándar, puesto que tampoco son iguales los niveles de desarrollo de las naciones ni entre países de una misma región económica, como es el caso de México, de ahí la necesidad de analizar la aparición y características del Estado regulador y su impacto en la satisfacción del interés general, a partir de los resultados de dicha intervención conforme a una política gubernamental sustentada en el uso de las tecnologías de la información, pues, como afirma Castells, «en el contexto de la era global de la información, el desarrollo se debe entender de nuevo dentro de la modalidad de desarrollo informacional […] y aunque esta caracterización no goza de unánime aceptación en el campo de los estudios del desarrollo, nos parece relevante si se refiere a un mundo caracterizado por un nuevo paradigma socio-técnico enraizado en las tecnologías de la información y las comunicaciones» (4) .

Así, el presente análisis se centra en los resultados de la política pública de «inclusión digital universal» que se impuso a partir de las reformas constitucional y legal de los años 2013 y 2014, pues, más allá de los argumentos de dejar atrás el intervencionismo estatal o de alejarse de las políticas neoliberales, la finalidad que se advierte en el discurso gubernamental oficial se centra en abatir la brecha de injusticia y desigualdad social que aqueja a gran parte de la población, a partir de una particularidad del Estado neoliberal, es decir, el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

TELECOMUNICACIONES Y ECONOMÍA MIXTA EN MÉXICO

La economía mexicana es una economía de libre mercado, que se inserta en el contexto internacional de acuerdo con las estructuras ideológicas del capitalismo, aunque tiene una nota distintiva que ha sido base del discurso oficial, en cuanto a que nuestro régimen jurídico se construyó a partir de un conjunto de aspiraciones de carácter social que condicionaron las estructuras jurídicas del liberalismo económico, pues, como lo afirma Sayeg Helú, la formación histórica de la nación mexicana, violenta y convulsa como fue, dio lugar a determinados planteamientos jurídico-políticos propios, que motivaron la «aparición de una doctrina constitucional sui generis, que se vino gestando a través de las encarnizadas luchas para imponer ideas e instituciones liberales» (5) . Este liberalismo, afirma el autor, «reclamó no sólo los principios clásicos, sino que se matizó entre nosotros, desde un principio, de tintes sociales que nos permiten hablar de una síntesis socioliberal, recogida en nuestra carta de 1917» (6) .

De conformidad con dicha premisa, el comportamiento económico de nuestro país, al igual que otras naciones de su condición histórica, estuvo subordinado a ciertas características de acuerdo con su precaria evolución social, por lo que no puede afirmarse que las economías de mercado abierto, en conjunto, hayan evolucionado de manera uniforme, dadas las asimetrías entre las estructuras de producción de los países desarrollados y aquellos económicamente menos estables, también llamados de manera eufemística: en vías de desarrollo.

Es el caso de México, cuya evolución económica tampoco tuvo un comportamiento estable ni previsible en el contexto regional y mucho menos puede asimilarse en términos de estabilidad económica y política a otras economías más desarrolladas, a pesar de su inserción dentro de las economías llamadas de mercado o capitalistas. Un resumen que contextualiza el desarrollo del país, no sólo desde las asimetrías económicas, sino que considera igualmente el contexto político y social, como señala Manuel Gollás (7) :


«Los acontecimientos políticos de 1920 a 1930, como la caída del gobierno de Carranza en 1920, la revuelta delahuertista en 1923, los conflictos entre la Iglesia y el Estado entre 1926-1928, la revolución de los cristeros entre 1927-1929 y la depresión mundial de 1929 a 1931, hicieron difícil la recuperación de la economía en el primer cuarto del siglo XX. A pesar de estas limitaciones, entre 1920 y 1930 el producto interno bruto se elevó en más de 20 por ciento, de manera que para 1925 el producto de todos los sectores, excepto la agricultura, había alcanzado un nivel similar al de antes de la revolución. En la segunda mitad de los años 20 se observó una expansión en los sectores manufacturero y comercial causada, en parte, por las transferencias de capital de las zonas rurales a las urbanas. La caída de los mercados de exportación, ocasionada por la depresión económica mundial, llevó a una recesión en la industria, la minería, el petróleo y la agricultura comercial. Estos acontecimientos disminuyeron la capacidad de importación de la economía y explican por qué los ingresos del gobierno disminuyeron también, dado que parte importante de ellos venía de los impuestos a las importaciones. Entre 1930 y 1933, los ingresos del gobierno disminuyeron 25 por ciento dando lugar a un drástico descenso del gasto público.

Para 1933 los efectos de la depresión económica mundial habían empezado a desaparecer; el crédito y el gasto público habían aumentado, y los términos del intercambio con el exterior habían mejorado. Estos acontecimientos, acompañados de las devaluaciones del peso que entonces se llevaron a cabo, ayudaron a que se alcanzara en ese año una tasa de crecimiento real de 16 por ciento anual. Aunque esta tasa de crecimiento no se mantuvo a lo largo del decenio de los años 30, si se puede decir que la década fue de rápida expansión económica».



A pesar de haber demostrado un desempeño económico nada despreciable, no pueden obviarse los efectos que ocasionó en nuestra economía la llamada Gran Depresión en el mundo occidental, así como el haber asumido una serie de políticas de corte estrictamente liberal en términos de las directrices marcadas por organismos internacionales, como el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, y aunque nuestro país contaba, como se dijo antes, con un andamiaje constitucional que justificaba su finalidad social, la gestión gubernamental debió orientarse hacia un esquema de intervención directa del estado en la economía.

Así fue como dio inicio un largo proceso de concentración de la actividad económica en manos del Estado, con el crecimiento, a veces indiscriminado, del sector paraestatal. Durante el período 1934-1940, en el que ve la luz el Primer Plan Sexenal, se anuncia el papel que tendría el Estado, «en el concepto mexicano revolucionario, [como] un agente activo de gestión y ordenación de los fenómenos vitales del país; no un mero custodio de la integridad nacional, de la paz y el orden público» (8) .

En el caso de las telecomunicaciones, los antecedentes de la telefonía en México datan del año 1882, con la presencia de la empresa Telefónica Mexicana, que a principios del año 1905 se transformó en la Compañía Telefónica y Telegráfica Mexicana, que junto con Teleindustria Ericson, que inició operaciones en 1907, ofrecían los servicios de telefonía fija. El servicio se mantuvo por varias décadas bajo control privado, ya que como lo menciona Medina Núñez:

«aunque la industria telefónica, a diferencia del petróleo, no fue afectada por las expropiaciones del cardenismo de los treinta […], sí fue presionada por las políticas de Cárdenas para una mayor efectividad en el servicio mediante el enlazamiento de todas las líneas telefónicas. Ello implicó la coordinación de las dos principales empresas, cuyo enlace para el servicio nacional e internacional se llevó a cabo hasta 1941» (9) .


Dado que ambas empresas operaban en México en forma independiente, en estricto sentido existían dos sistemas de telefonía, lo que afectaba la calidad del servicio que prestaban a la población. Por tal razón, el presidente Lázaro Cárdenas, en 1936, «giró instrucciones al Secretario de Comunicaciones y Obras Públicas […] para que ordenara […] el enlace de sus líneas, [quien] otorgó un plazo de 15 días […] para que presentaran su convenio de interconexión, apercibidas de que, de no hacerlo, la propia Secretaría determinaría las condiciones de la interconexión» (10) .

La necesidad de brindar un mejor servicio para la población y, sin duda, la posibilidad de que el gobierno de la República expropiara los bienes afectos a la prestación del servicio, dada la reciente publicación de la Ley de Expropiación en el DOF del 25 de noviembre de 1936, llevó a dichas empresas a plantear una solicitud de fusión, en razón de que ambas tenían vínculos corporativos. La respuesta de parte del secretario del ramo fue en sentido negativo, bajo el argumento de que no había «razón legal ni moral que justifique la existencia de dos servicios semejantes que operen separadamente» (11) , situación que las motivó a atender lo solicitado y a realizar los cambios a la numeración de sus suscriptores para hacer posible la interconexión de sus redes.

En un análisis retrospectivo de los hechos, en efecto se advierte un interés legítimo del gobierno mexicano para atender las necesidades de la población en cuanto a que las redes de telefonía debían interconectarse para generar comunicaciones efectivas entre los suscriptores de ambas compañías, no obstante, la relevancia de este hecho está en el sentido de la petición formulada por el secretario de Comunicaciones y Obras Públicas, que desde entonces advertía sobre los rasgos del intervencionismo estatal que asumió el gobierno del general Cárdenas, impregnado de un claro sentido nacionalista al amparo del principio de propiedad originaria plasmado en el artículo 27 de la Constitución de 1917.

Si bien la industria telefónica no corrió la misma suerte que la petrolera, desde entonces se advertía la visión regulatoria centrada en la función social asignada a las telecomunicaciones, como se desprende de la iniciativa de Ley de Vías Generales de Comunicación enviada a las cámaras legislativas en septiembre de 1937, en pleno apogeo del cardenismo, en la que se puede leer:

«El gran error de las Administraciones anteriores en materia de vías generales de comunicación derivada de la ideología imperante en otros tiempos, ha sido el de autorizar la construcción y explotación de las vías generales de comunicación sin una planeación racional y adecuada que tienda a beneficiar los grandes intereses nacionales. Las concesiones para el establecimiento (sic) las vías generales de comunicación, se han otorgado siempre con vista de los intereses patrimoniales de los concesionarios, los intereses de la Nación no han tenido la protección debida en esas concesiones. Por esa misma circunstancia no se ha podido orientar la explotación de las vías generales de comunicación como verdaderos servicios públicos o sean actividades controladas y reguladas por el Estado para la satisfacción de necesidades generales» (12) .


No obstante que la Ley de Vías Generales de Comunicación de 1940 no cambió en forma determinante los términos normativos de la ley de 1932, dispuso que su contenido era de jurisdicción federal y a tal propósito fueron eliminadas las atribuciones de las entidades federativas para otorgar concesiones en la materia. En el tema que nos ocupa, dado que las formas de comunicación más usuales en la época se realizaban a través de la telegrafía y las líneas de telefonía fija, la fracción IX declaró que estas últimas constituían «vías generales de comunicación» (13) , además de hacer una referencia específica al espacio aéreo en la fracción X, que de acuerdo con la tendencia de los estándares tecnológicos, asignó el carácter de vías generales de comunicación a las «líneas conductoras eléctricas y el medio en que se propagan las ondas electromagnéticas, cuando se utilizan para verificar comunicaciones de signos, señales, escritos, imágenes o sonidos de cualquier naturaleza».

La telefonía llegó a nuestro país a través de contratos o de concesiones que, en su momento, otorgó el Ejecutivo Federal a empresas extranjeras, para posteriormente «nacionalizar» su estructura accionaria, no en el sentido de una apropiación estricta de la empresa por parte del Estado, sino al promover que su operación estuviera a cargo de empresarios mexicanos, ya bajo la denominación comercial de Telmex, la que se transforma en una empresa pública en 1972, ya avanzado el proceso de consolidación del Estado interventor, con la adquisición del 51% de las acciones representativas del capital social, con lo cual quedó transformada en una entidad paraestatal, estatus que mantuvo hasta 1990, cuando en México inicia el proceso de desincorporación de una importante proporción de empresas públicas.

El caso de Telmex es un ejemplo claro de cómo se han enfrentado, a lo largo de la historia, dos formas de pensamiento; por una parte, la que ve en las políticas del liberalismo clásico la mejor opción para el crecimiento económico, y por otra, una opción de intervención directa, aunque ambas posturas aducen beneficios de tipo social. En este debate, que parece obedecer a un comportamiento cíclico de las formas de pensar la relación entre Estado y mercado, cada uno de estos esquemas de pensamiento ha postulado ser la mejor vía para alcanzar la justicia social; sin embargo, al paso de los años parece advertirse la incapacidad de ambos modelos para lograr su objetivo, dada la creciente desigualdad social en el mundo (14) .

Por las características del servicio y en comparación con otras industrias que también sustentan su operación al amparo del principio de propiedad originaria, las telecomunicaciones se mantuvieron poco tiempo bajo operación estatal, dado que no forman parte de las áreas estratégicas del desarrollo, además de que su desincorporación del sector público obedeció no sólo a la necesidad de reducir el tamaño del aparato gubernamental para destinar los recursos a un fin social, sino a la necesidad de operar los servicios bajo un principio de eficiencia en manos de la iniciativa privada.

Si bien el texto constitucional tampoco lista a las telecomunicaciones de forma expresa en el ámbito de las áreas prioritarias, salvo la alusión a la comunicación vía satélite, pertenecen a ese sector en virtud de sus finalidades (15) . De cualquier forma, su operación es una característica de nuestro sistema de economía mixta, que se explica en términos de lo dispuesto por el artículo 25 de la Constitución, que en su párrafo cuarto enfatiza que «al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación».

La referencia de las telecomunicaciones como parte de las áreas prioritarias del desarrollo nacional no se infiere del texto constitucional, sino de otras fuentes de naturaleza secundaria, como es el caso de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la abrogada Ley Federal de Telecomunicaciones y la actual Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (LFTyR), que sustituyó a la anterior.

La Ley Federal de las Entidades Paraestatales, en el artículo 6º, afirma la existencia de las áreas estratégicas y prioritarias mediante una remisión al contenido normativo de los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución. La Ley en cita, que regula la organización y funcionamiento del sector descentralizado de la Administración Pública Federal, en su artículo 14 señala que los organismos descentralizados tienen por objeto tanto las áreas estratégicas como las prioritarias, mientras que los artículos 30 y 40 refieren que las empresas de participación estatal mayoritaria, al igual que los fideicomisos públicos, tienen por objeto las áreas prioritarias, cuya finalidad, según dispone el artículo 6º de la misma Ley, consiste en satisfacer los intereses nacionales y necesidades populares.

Por su parte, con la promulgación de la Ley Federal de Telecomunicaciones, el 7 de junio de 1995, en el orden jurídico nacional queda inserta una regulación específica sobre el «uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico» (artículo 1º), que conforme al párrafo segundo del artículo 2º, se encuentra bajo el régimen jurídico de dominio público, en congruencia con el principio de propiedad originaria referido en el artículo 27 de la Constitución. Así, a pesar de que en la ley en cita no existe una referencia expresa a las telecomunicaciones como parte de las áreas prioritarias del desarrollo nacional, su alcance normativo es más amplio que el contenido en la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, en virtud de que sus disposiciones no se limitan a las actividades a cargo del sector público.

La entrada en vigor de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión mantiene el dominio de la nación sobre el espectro radioeléctrico; además, establece, como parte de su objeto, un conjunto de disposiciones de naturaleza regulatoria sobre las redes públicas de telecomunicaciones, el acceso a la infraestructura activa y pasiva, los recursos orbitales y la comunicación vía satélite, vinculados conceptualmente con los distintos tipos de concesiones en la materia, asociación que permite afirmar la presencia de los distintos sectores de la economía, a saber, el público, el social y el privado, en la prestación de los servicios públicos regulados, de conformidad con un régimen de economía mixta, tal como se aprecia en las disposiciones constitucionales (16) .

Por otra parte, en términos del artículo 2º de la Ley en cita, las telecomunicaciones constituyen verdaderos servicios públicos, pues, como es sabido, sus particularidades tienden a que los mismos deban ajustarse a parámetros de regularidad, continuidad y uniformidad, en el entendido de que su prestación puede ser asumida de manera directa por el Estado o por los particulares a través de un esquema de descentralización por colaboración, lo que fortalece su naturaleza como actividades prioritarias del desarrollo nacional, dado que en su prestación intervienen los tres sectores de la economía.

La política de telecomunicaciones sujeta a revisión no puede desvincularse de las particularidades de nuestro sistema económico que, en el ámbito constitucional, encuentra sustento en lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 25 de la Constitución, cuya premisa básica a partir de la cual se establece el principio de rectoría económica del Estado queda centrada en la pretensión de garantizar que el desarrollo nacional, «sea integral y sustentable» (17) , para lo cual el dispositivo constitucional en cita señala los mecanismos instrumentales siguientes: a) competitividad (18) , b) fomento del crecimiento económico y el empleo, y c) una más justa distribución del ingreso y la riqueza. Lo anterior denota, en principio, una visión estrictamente económica del concepto de desarrollo, por lo que es necesario enfatizar el texto normativo con el que concluye este primer párrafo, pues su contenido se adelantó a los postulados de la reforma constitucional en materia de derechos humanos, en cuanto que introdujo como finalidad de la intervención económica del Estado «el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución».

De ahí el sentido de atribuirle al Estado, como responsabilidad primordial, los procesos asociados a la planeación, conducción, coordinación y orientación de la actividad económica nacional, como lo señala el párrafo tercero del artículo 25 de la Constitución, que constituyen los aspectos sustanciales que le dan sentido a la intervención estatal, cuya finalidad última es la satisfacción del interés general.

En esa medida, el diseño institucional de la organización gubernamental se sustenta en criterios normativos, conforme al texto constitucional, acordes no sólo con la realidad social sino también con la forma en que ideológicamente se piensan las estructuras de poder, que en nuestro país tuvieron en el principio de propiedad originaria la pauta para apartarse de un modelo estrictamente liberal, para después enfilarse hacia un esquema de intervención directa del Estado en la economía, a partir de las políticas impulsadas de manera particular por el presidente Lázaro Cárdenas.

Es así que la prestación de los servicios públicos asociados a las telecomunicaciones no puede abordarse sin una referencia específica al comportamiento del modelo capitalista, en su modalidad de Estado interventor, para comprender que el redimensionamiento del aparato productivo en manos del Estado, durante la gestión del presidente Carlos Salinas de Gortari, incluyó la desincorporación de Telmex en un contexto de regulación jurídica asociado al llamado neoliberalismo, al amparo de un régimen de economía mixta. Esta forma de apreciar la evolución del liberalismo económico nos lleva a poner en contexto las particularidades de la intervención estatal, bajo un enfoque nuevo asociado al concepto de Estado regulador, cuyas modalidades de intervención tienen dos formas de comportamiento: en primer lugar, mediante un mecanismo de política regulatoria con una autoridad dotada de autonomía constitucional, y en segundo lugar, con acciones de promoción, responsabilidad del Ejecutivo federal, desplegadas con base en un conjunto de compromisos asociados a una política pública específica de conectividad.

El Estado regulador es una variante del Estado neoliberal, resultado de la imposibilidad de autorregulación de ciertos mercados relevantes, como el de las telecomunicaciones, en función de que la mano invisible resulta incapaz de acompasar la eficiencia del mercado con la satisfacción del interés general, que en el caso concreto se relaciona con la posibilidad de ofrecer beneficios tangibles a los consumidores, de tal suerte que el diseño constitucional de esta primera forma de intervención estatal opera a través de acciones regulatorias y de supervisión que están bajo la responsabilidad del Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT). Al mismo tiempo, en un segundo escenario, el Ejecutivo federal tiene a su cargo un conjunto de acciones de política gubernamental tendientes a satisfacer necesidades de grupos específicos de la población, las cuales asocian el derecho fundamental de acceso a las tecnologías de la información y la comunicación con ámbitos de acción específicos en los rubros de educación, salud y combate a la pobreza.

Así, tomando en cuenta lo relevante de dichos sectores económicos para el desarrollo nacional y la competitividad del país, el IFT centra sus funciones en «asegurar el desarrollo eficiente de la radiodifusión y las telecomunicaciones», como lo decreta el artículo 28 constitucional, mientras que la política pública a cargo del Ejecutivo federal pretende disminuir las diferencias que de modo histórico han constituido la base de la desigualdad social, y es en este segundo sentido que adquiere relevancia el análisis de los resultados que se relacionan con la reforma estructural en telecomunicaciones de los años 2013 y 2014, para determinar si, como se presume, las metas y objetivos que impulsó la administración del presidente Peña Nieto tuvieron una repercusión en términos de justicia social.

Para discernir las características de dicha intervención estatal, cabe señalar que las acciones llevadas a cabo, tanto por el IFT como por el Ejecutivo federal, se inscriben dentro de los principios tradicionales del liberalismo económico, aunque con un componente adicional, pues a partir del llamado Consenso de Washington del año 1989 aumenta la influencia de los organismos internacionales en el desarrollo económico de diversos países los que debieron poner en marcha las reformas de política económica del Consenso, entre otras, reformas de política legal e instauración de instituciones reguladoras, lo cual representó un detonante para que las políticas neoliberales se instauraran en América Latina (19) .

De esta manera, podría afirmarse que la línea ideológica trazada en la Constitución de 1917 se mantuvo como eje discursivo de la reforma estructural en materia de telecomunicaciones, ajena al viejo sistema de intervención directa del Estado en la economía, aunque sensible a los principios del constitucionalismo social en beneficio de las clases más desprotegidas, como se advirtió del discurso pronunciado por el secretario de Gobernación, el 2 de diciembre de 2012, en la firma del Pacto por México, un día después de que Enrique Peña Nieto asumiera la titularidad del Ejecutivo federal, en la que señaló: «la creciente influencia de poderes fácticos frecuentemente reta la vida institucional del país y se constituye en un obstáculo para el cumplimiento de las funciones del Estado mexicano. En ocasiones, esos poderes obstruyen en la práctica el desarrollo nacional, como consecuencia de la concentración de riqueza y poder que está en el núcleo de nuestra desigualdad. La tarea del Estado y de sus instituciones en esta circunstancia de la vida nacional debe ser someter, con los instrumentos de la ley y en un ambiente de libertad, los intereses particulares que obstruyan el interés nacional» (20) .

El mensaje constituyó un aliento para diversos sectores de la sociedad mexicana, pues aventuraba una serie de beneficios no sólo en materia de conectividad (21) , sino en temas como telesalud, telemedicina y Expediente Clínico Electrónico, gobierno digital y, gobierno y datos abiertos, a través de una política de inclusión digital universal. Los resultados, sin embargo, no parecen ser los esperados.

EL ESTADO REGULADOR EN EL MARCO DEL NEOLIBERALISMO

En una de las obras clásicas sobre los orígenes del liberalismo, Laski describe cómo cambia el Estado y las relaciones de poder a partir del ascenso de una clase social que «logra establecer sus títulos a una participación cabal en el dominio del Estado […]. En su ascensión al poder echó abajo las barreras que en todos los órdenes de la vida, salvo el eclesiástico, habían hecho del privilegio una función del Estado» (22) . Como es sabido, constituye una corriente de pensamiento no atribuible a una sola forma ideológica de apreciar la realidad y que tampoco surgió de forma espontánea, sino que fue un cambio paulatino del paradigma social imperante durante siglos de consolidación de una clase privilegiada, representada por el Estado monárquico absolutista, que se rompió desde sus fundamentos, no sólo en lo que se refiere a la forma de entender las relaciones entre gobierno y gobernado, sino también las relaciones al interior de la sociedad misma en cuestiones asociadas al mercado, la cultura, el derecho, las ciencias y en general todos los ámbitos de la comunidad.

Aunque el liberalismo se vincula de manera particular al fortalecimiento de un régimen jurídico que promueve las libertades individuales, en la defensa del derecho de propiedad es donde encuentra su punto de mayor consolidación:

«La idea del liberalismo está históricamente trabada, y esto de modo ineludible, con la posesión de la propiedad. Los fines a los que sirve son siempre los fines de los hombres que se encuentran en esa posición. Fuera de este círculo estrecho, el individuo por cuyos derechos ha velado tan celosamente no pasa de ser una abstracción, a quien los pretendidos beneficios de esta doctrina nunca pudieron, de hecho, ser plenamente conferidos. Y por los mismo que sus propósitos fueron modelados por los poseedores de la propiedad, el margen entre sus ambiciones, fines y su verdadera eficacia práctica siempre ha sido muy grande» (23) .


A pesar de la afirmación anterior, no hay duda de que a partir de las ideas de Adam Smith y David Ricardo, las libertades individuales juegan un papel fundamental para sostener la ideología del Estado liberal, en cuanto a que el respeto de un conjunto de derechos de carácter político y social se encuentran asociados a los principios de toda democracia. Sin embargo, tampoco puede dejarse de lado que se trata de un modelo de producción consolidado con la revolución industrial, en el que se enfatiza una interferencia mínima del Estado en la economía, para encargar a las fuerzas del mercado la regulación del orden económico, sin asumir una finalidad específica en términos de justicia social.

Bajo la premisa de que en materia económica no se puede asegurar con certeza la estabilidad y mucho menos el comportamiento de los mercados, en 1929 se presenta la primera de las disrupciones más devastadoras de la historia del liberalismo económico, reflejado en la caída drástica del mercado de valores de Nueva York, por una serie de factores económicos que se fueron acumulando, entre los que se pueden enlistar la sobreproducción de bienes de consumo y una baja de la demanda; procesos de especulación financiera en los mercados de valores, y un estándar de endeudamiento individual a partir de la generalización del crédito bancario sin garantías reales de pago.

Por otra parte, tampoco es ajeno al desarrollo histórico del liberalismo económico atribuirle como núcleo ideológico la defensa de ciertas libertades vinculadas a los procesos de producción, competencia y mercado, en un entorno internacional que favoreció el desarrollo más o menos estable de las economías capitalistas, incluso en su vertiente económica-liberal de intervención directa del Estado en los procesos de producción y de prestación de servicios que si bien promovió mejores estándares de vida ligados al Estado de bienestar, orientó la función gubernamental al fortalecimiento de su aparato paraestatal, sin que sus dimensiones tuvieran, de necesidad, resultados efectivos en los niveles de vida de la población. Esto fue lo que ocurrió en México a partir de la década de 1940 y hasta poco antes del inicio de la gestión gubernamental del presidente Salinas de Gortari, que, a través de su reforma del Estado, ajustó las políticas gubernamentales a un nuevo modelo de comportamiento económico.

Ahora bien, más allá de esta naturaleza cíclica del capitalismo, el mundo occidental ajusta su comportamiento hacia una nueva vertiente económica que se encuentra asociada de manera irremediable al concepto de globalización. En efecto, el llamado neoliberalismo constituye en esencia una evolución de los principios clásicos del liberalismo económico, que de nueva cuenta centra a las fuerzas del mercado como motor de la economía y deja atrás cualquier esquema de intervención directa del Estado en los procesos de producción, al cual se le reserva un papel de regulador interno de las relaciones sociales entre los diversos actores del desarrollo nacional.

La globalización, por su parte, está marcada por un acontecimiento histórico que «implica ante todo […] una revolución de las estructuras económicas» (24) ,(que)va aparejada a un conjunto de cambios a nivel internacional que surgen con la caída del Muro de Berlín en 1989, y que si bien repercutieron de manera fundamental en lo económico, tuvieron de igual manera claras implicaciones en todos los órdenes de la vida, tanto en lo político como en lo social y lo cultural, aunque con impactos diferenciados en las distintas economías del orbe, como lo reseña Ornelas:


«La globalización es un proceso histórico incompleto, permanente y totalizador, aunque geográfica, económica y socialmente desigual como lo es el propio desarrollo del capitalismo, de otra manera dicha, la globalización no opera de la misma manera en todos los ámbitos de la sociedad ni en todos los países del mundo.

La globalización, sin duda, es resultado de un proceso determinado por la concurrencia de diversos factores vinculados entre sí por una relación múltiple, compleja y contradictoria, donde alguno, o algunos de ellos, en distintos y determinados momentos pueden tener un mayor significado que los demás, pero sin llegar a ser ninguno el determinante de las características del proceso, en tanto el todo no puede ser definido por las partes, ni éstas por aquel.

Entre otros, los factores que caracterizan a la globalización, son: la expansión del sistema económico capitalista; la nueva forma de organización territorial y política del sistema mundial como proceso permanente (donde el Estado-nación es desplazado de las tareas que, tradicionalmente, venía desempeñando); el proceso de expansión de las empresas multinacionales y su peso específico en la producción mundial; el desarrollo de las comunicaciones y la rapidez con que transcurre la innovación tecnológica. [Énfasis añadido]» (25) .



De conformidad con esta descripción, podemos sugerir que la evolución de esta forma de comportamiento del mercado no es en todos los sentidos contraria a la satisfacción del bien común. La globalización significa una nueva forma de integración regional que abre oportunidades que potencian la creatividad humana, dado que es un esquema de interrelación que va acompañado de un crecimiento constante de las comunicaciones electrónicas gracias a la aplicación de las nuevas tecnologías de la información, que si bien fomentan una oferta global de bienes y servicios de toda naturaleza mediante transacciones basadas en flujos más eficientes del dinero, también buscan el intercambio de nuevos conocimientos para aplicarlos de forma más inmediata a los procesos de desarrollo tecnológico a fin de lograr, al menos desde una perspectiva teórica, un beneficio de carácter social que disminuya las desigualdades materiales prevalecientes en el entorno global.

En lo anterior se centra la apuesta de quienes magnifican los beneficios del neoliberalismo, de conformidad con un sentido lógico de argumentación basado en la idea de que un mundo interconectado transforma las relaciones del poder político con los gobernados, en virtud de que visibiliza el ejercicio del poder bajo una perspectiva socializadora, lo que disminuye así escenarios de arbitrariedad y trae aparejados beneficios indudables para las libertades individuales, en virtud de que se fortalece el ejercicio de los derechos fundamentales de libertad de expresión y el derecho a la información, asociados de manera directa con principios de participación democrática. Las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, que constituyen uno de los aspectos más notorios de la globalización, pueden generar, por otra parte, beneficios directos en las políticas de combate a la desigualdad social, al impulsar el uso de aplicaciones tecnológicas en ámbitos como la salud, la educación, el trabajo y el medio ambiente.

El riesgo, empero, se encuentra en la aplicación de ciertas políticas ligadas con la pretensión de crecimiento económico y bienestar social en los países en desarrollo, que deben ajustar sus programas de gobierno, en este entorno de globalización, a las políticas de los organismos internacionales encargados de dictar estándares de comportamiento financiero, monetario y fiscal, que si bien operan bajo un enfoque que tiene por finalidad asegurar la estabilidad económica internacional, su aplicación no siempre permite alcanzar los resultados esperados, pues pierde de vista el contexto y particularidades sociales de los países que asumen sus directrices como si fueran recetas de cocina (26) .

Si bien es cierto que el Estado neoliberal opera con ciertos márgenes de certeza dentro del mundo globalizado, particularmente en las economías desarrolladas, no existen evidencias para asegurar una estabilidad permanente de los mercados, como quedó demostrado con la crisis financiera del año 2008 que tuvo su origen en Estados Unidos de América, cuya magnitud puso en riesgo a las economías más consolidadas en el ámbito mundial, lo que motivó la intervención estatal, cuyos antecedentes y comportamiento se resumen en lo siguiente:


«En Estados Unidos todos querían adquirir una vivienda dadas las condiciones tan favorables que les otorgaba el mercado y la facilidad de conseguir un crédito hipotecario; en ese entonces las entidades del sector inmobiliario otorgaban créditos sin tener muy en cuenta la liquidez y la capacidad de pago del solicitante, a lo cual se le llama créditos subprime. Los créditos hipotecarios podían ser adquiridos por fondos de inversión a través de bonos o titularizaciones, y es así como los créditos subprime se expandieron por todo el mundo y en muchos casos la entidad que los compraba desconocía el verdadero riesgo de esa cartera.

Con el objeto de controlar la inflación, la Reserva Federal de Estados Unidos en el 2004 comenzó a subir los tipos de interés, provocando una caída en las ventas, en los precios de las viviendas y un aumento del desempleo; además, el monto de la deuda contraída superaba ya el valor de las viviendas que adquirieron con esos créditos.

A causa del impago de los créditos hipotecarios, se dio un impresionante número de ejecuciones hipotecarias, dando como resultado grandes problemas de liquidez para las entidades del sector inmobiliario y la quiebra de las mismas, provocando a su vez la quiebra de los fondos de inversión que habían adquirido los créditos subprime, es decir, se dio un efecto dominó. Varios bancos de inversiones en Estados Unidos se vieron en la necesidad de solicitar la protección de bancarrota y asumir millonarias pérdidas por malas inversiones relacionadas con hipotecas subprime. Por ende, la Reserva Federal de Estados Unidos, para calmar el nerviosismo en el mercado y tratar de que la crisis no se expandiera a los demás sectores de la economía, rebajó la tasa de interés.

Los bancos centrales de Estados Unidos, Suiza, Canadá, la Unión Europea y el Reino Unido [realizaron] intentos para ayudar al sector bancario a enfrentar la crisis crediticia mundial y la subida del costo de los préstamos, por lo que anunciaron un plan de inyección de dinero. La crisis explotó cuando el 14 de septiembre de 2008 Lehman Brothers, el cuarto banco de inversión de Estados Unidos, se declara en bancarrota, seguida de la compra de Merrill Lynch por parte de Bank of America y del préstamo por US$ 85.000 millones que la Reserva Federal de Estados Unidos decide otorgarle a la aseguradora American International Group Inc. (AIG) con el objetivo de evitar la quiebra de la misma […]. Esta situación causa una gran inestabilidad en la economía global, reflejada en las caídas exorbitantes en las bolsas en todo el mundo y en general en una alta volatilidad en el mercado de capitales.

[…]

En este punto, surge de nuevo la duda de si el liberalismo económico, ahora neoliberalismo, es sano para una economía o si más bien es mejor adoptar políticas keynesianas y de intervención estatal para regular la actividad económica de un país» (27) .



En lo que corresponde al contexto histórico local, existe consenso en cuanto a que el neoliberalismo comenzó con el proceso de redimensionamiento del aparato público en el sexenio del presidente Salinas de Gortari, aunque las bases constitucionales para su implementación se introdujeron en la administración previa, con la reforma del artículo 25 de la Constitución, que adicionó el llamado Capítulo Económico, además de que la reforma de Estado que emprendió la administración de Salinas de Gortari se dio en un entorno internacional que el propio presidente explicaba en los términos siguientes:


«La globalización de la economía, una revolución en la ciencia y la tecnología de alcances todavía inimaginables, la formación de nuevos centros de financiamiento mundial y de nuevos bloques económicos imponen una competencia más intensa por los mercados. Estos son hechos que por su hondura y magnitud replantean el arreglo conceptual y práctico en el que las naciones producen, intercambian y estructuran la lucha misma por el poder del Estado.

[…]

La gran transformación mundial que está en marcha no sabe de fronteras ni acredita credos ideológicos o formas preestablecidas de existencia. Por fascinantes que han sido los cambios en Europa del Este y aún en nuestra América Latina, no olvidemos que las naciones industrializadas de Occidente viven igualmente una transformación también profunda en el papel del Estado, en su capacidad de competir y en sus prácticas políticas.

[…]

Nadie tiene asegurado el futuro y la indecisión afectaría por igual a las naciones que ignoren el cambio o, irreflexivas, lo cambien todo más rápido de lo que pueden y desean sus pueblos» (28) .



Entre los argumentos para impulsar un nuevo modelo de administración, el presidente Salinas no dejó de lado una alusión directa al intervencionismo estatal y sus consecuencias en el país, aunque tampoco fue omiso en el sentido ideológico de la reforma que estaba a punto de emprender, a partir de los postulados de justicia social contenidos en la Constitución de 1917:


«El ensanchamiento del papel del Estado en todos los ámbitos de la vida social, indispensable en el período de reconstrucción, en el despegue industrial y en la promoción de la organización de la sociedad, dejó de ser útil para tornarse crecientemente en un obstáculo a la dinámica que su propia acción generó. Así también, cada vez fue menos capaz para atender sus responsabilidades constitucionales y para promover justicia y desarrollo. En una palabra, reitero que la reforma del Estado entraña volver al espíritu original de la Constitución de 1917, concluir un proceso de formación del Estado menos social y más propietario y dar principio al Estado más social por responsabilidad compartida, con un firme compromiso de justicia y democracia. No se puede argumentar que el Constituyente de Querétaro —y, aún, el de 1857—, concibió un Estado paternalista o sustitutivo de la iniciativa social, ni tampoco a un Estado guardián, mínimo, sin compromisos sociales. [Énfasis añadido.]

[…]

Buscamos, hoy, así, fortalecer al Estado haciéndolo más justo y eficaz. La dimensión del Estado, por sí mismo, no basta para determinar su mayor o menor capacidad o eficiencia para atender el reclamo social. La nueva dimensión del Estado cobra sentido si se le entiende en condiciones reales, en donde su abultamiento orilló a descuidar la atención política de las demandas populares, y a desviar recursos de su destino social más necesario. Nuestro problema no ha sido el de un Estado pequeño y débil, sino el de un Estado que, en su creciente tamaño se hizo débil. Los problemas se agravaron, con un Estado que creció de manera desproporcionada y desordenada forzando sus afanes a la búsqueda de medios para sostener su mismo tamaño […]. La reforma que lo agilice y haga eficiente, demanda […] liberar recursos hoy atados en empresas públicas y concentrar la atención política en las prioridades impostergables de justicia. [Énfasis añadido]» (29) .



Éste es el contexto en el que evolucionó la regulación de las telecomunicaciones en nuestro país, con el antecedente de que Telmex, la empresa que por décadas fue la responsable de promover los servicios de telefonía y acceso a Internet, casi de manera exclusiva, permaneció bajo control gubernamental por dieciocho años, luego de lo cual el Gobierno federal inició la venta de la participación accionaria de la empresa de conformidad con un conjunto de argumentos, entre los cuales destacan: a) la imposibilidad del Gobierno federal de realizar las inversiones requeridas para expandir los servicios, b) la necesidad de satisfacer las necesidades de comunicación de la población, bajo estándares de cobertura, calidad y precio y, c) la decisión de mantener la rectoría del Estado en la materia, a la vez de promover la competencia, como se deduce de algunos numerales contenidos en el apartado de «ANTECEDENTES» de la Modificación al Título de Concesión, fechado el 10 de agosto de 1990:


«I. "Telmex" logró expandir su red durante los últimos 14 años de forma importante, pero aún insuficiente frente a las necesidades de la sociedad y los propósitos de crecimiento y modernización del país. La red pública de telefonía requiere de una expansión y modernización acelerada, además de mejorar sustancialmente la calidad y diversidad de sus servicios, lo cual implica realizar grandes inversiones.

II. Ante el reto que implica el desarrollo de las telecomunicaciones, resulta indispensable abrir nuevas posibilidades para su financiamiento, mediante una mayor participación de la inversión privada y los recursos internos que genere el servicio, sin distraer recursos del Estado necesarios para otros programas de infraestructura y desarrollo social.

III. El Gobierno federal ha decidido reducir su participación accionaria en «Telmex», con base en las premisas de mantener la rectoría del Estado y el control mayoritario de la empresa por parte de mexicanos, de mejorar radicalmente el servicio telefónico, asegurar su expansión en forma sostenida, e impulsar la investigación científica y tecnológica en materia de telecomunicaciones.

IX. Asimismo, el Gobierno federal considera necesario modificar el Título de Concesión para adecuarlo al avance tecnológico, asegurar que «Telmex» cumpla con los compromisos de cobertura, calidad y precio de los servicios, así como promover una competencia equitativa con otras empresas de telecomunicaciones, que propicie el mejoramiento de los servicios en atención a las demandas de los usuarios».

Esta política de «redimensionamiento» del sector paraestatal fue impulsada a lo largo de la administración del presidente Salinas de Gortari, que en su programa de gobierno asumía la necesidad de vender aquellas empresas que no fueran prioritarias ni estratégicas y que, por sus condiciones de viabilidad económica, fueran susceptibles de ser adquiridas por los sectores social y privado, como un mecanismo para liberar recursos públicos destinados para la satisfacción de necesidades de carácter social, para lo cual, en diciembre de 1990 el Gobierno federal constituyó el Fondo de Contingencia Económica:

«con los recursos no recurrentes provenientes de la desincorporación de las empresas del estado [los cuales] se utilizarían para hacer frente a posibles dificultades asociadas con la inestabilidad del mercado petrolero y, en su defecto, se aplicarían para el saneamiento de la deuda pública vía su amortización, a fin de generar ahorros permanentes por concepto de pago de intereses y permitir, de esa manera, abrir espacios presupuestales para incrementar, de forma sostenida, la atención en áreas prioritarias de desarrollo como salud, educación e infraestructura básica» (30) .



En efecto, del reporte de integración de saldos del Fondo, se desprende que al cierre del ejercicio fiscal 1993, «los ingresos totales […] derivados del proceso de privatización ascendieron a 61,431.3 millones de nuevos pesos [de cuyo monto], 38,961.4 millones de nuevos pesos correspondieron a la desincorporación bancaria [y] 17,553.4 millones de nuevos pesos a la venta de Teléfonos de México» (31) . En términos del reporte, la suma de estos dos procesos constituyó el 80 % del total de los ingresos derivados de la desincorporación de entidades paraestatales.

En la administración siguiente, a cargo de Zedillo Ponce de León, prosiguió una serie de medidas de política neoliberal, en particular, la creación de los llamados órganos reguladores (32) , que no obstante su naturaleza jurídica, gozaban de un esquema de autonomía reforzada en función de las atribuciones que les fueron conferidas. En el caso que nos ocupa, la creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL), en el artículo décimo primero del régimen transitorio del Decreto de la Ley Federal de Telecomunicaciones publicado en el DOF el 7 de junio de 1995 dispuso que otorgaba, al Ejecutivo federal, una fecha límite que fenecía el 10 de agosto de 1996 para constituir, «un órgano desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con autonomía técnica y operativa, el cual tendrá la organización y facultades necesarias para regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el país».

La justificación del diseño institucional la encontramos en la iniciativa de la ley en cita, que en abril de 1995 presentó el titular del Ejecutivo federal, en cuya Exposición de Motivos, se decía:


«Corresponde al Estado, como rector de la economía y promotor del desarrollo, establecer las condiciones que permitan la concurrencia de la iniciativa e inversión de los particulares bajo un marco regulatorio claro y seguro. Una mayor participación privada es congruente con el fortalecimiento de la rectoría del Estado.

[…]

En consecuencia, el papel del Estado en este momento de transición hacia mercados más abiertos debe ser el de promover la competencia en las telecomunicaciones. Debe el Estado, también, fortalecer la soberanía y seguridad nacional, mediante el aprovechamiento del avance tecnológico de las telecomunicaciones.

Por todo ello y a fin de que el Estado cuente con los instrumentos necesarios para una rectoría eficaz de este sector, el gobierno federal requiere de un nuevo marco jurídico que incorpore plenamente estas realidades y los objetivos de desarrollo en la materia, a través de instrumentos legales efectivos.

La apertura oportuna a la competencia en servicios de telecomunicaciones contribuirá a nuestro desarrollo económico y a superar la crisis de ahorro que actualmente aqueja al país. Por eso se propone una ley que incorpore los lineamientos regulatorios de vanguardia en esta materia, que nos lleve hacia un mercado de telecomunicaciones abierto y eficiente.

[…]

En virtud de que las inversiones en el sector de las telecomunicaciones son de largo plazo y de que la dinámica del sector requiere de una autoridad reguladora ágil y eficiente, la iniciativa contempla la futura creación de un órgano desconcentrado […], con autonomía técnica y operativa, a fin de que se complementen los instrumentos para llevar a cabo las políticas y programas tendientes a regular y promover el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones en el país. [Énfasis añadido]».



De esta manera, la política regulatoria se encontraba bajo la conducción del Poder Ejecutivo, y aunque con la promulgación de la Ley Federal de Telecomunicaciones la Cofetel adquirió un mayor margen de autonomía del que tienen por definición los órganos desconcentrados, esto generó una distorsión de las políticas públicas en la materia. Las asimetrías normativas generadas por la falta de consistencia entre los contenidos de la ley en cita y las facultades de revisión a cargo del secretario del ramo, en términos de la jerarquía funcional que identifica a la administración pública centralizada, dieron lugar a un problema de gerenciamiento gubernamental, al instaurar lo que se denominó coloquialmente la doble ventanilla, que entorpece la operación eficiente de los mercados asociados a la industria de las telecomunicaciones.

En ese sentido, la búsqueda de una corrección de los efectos negativos en materia de bienestar social, asociados al modelo neoliberal, quedó definida a partir de un conjunto de políticas públicas que implican de cierta forma algún grado de intervencionismo estatal, no en el sentido del Estado intervencionista que prevaleció en gran parte de las economías del mundo occidental durante la segunda mitad del siglo XX, sino en cuanto que involucra aspectos de naturaleza regulatoria a cargo de agencias especializadas del Estado, responsables de promover mejores condiciones de competencia en los mercados, particularmente en aquellos que tienen un impacto importante en el modelo de desarrollo que se asocia a la globalización, como es el caso de las telecomunicaciones.

En efecto, el Estado regulador surge «como concepto jurídico y político […] ante la necesidad de normar actividades económicas complejas que por su naturaleza son dinámicas y maleables [y] comprende un diseño de intervención en determinadas industrias que, dado el elevado interés público en su desarrollo, no se deja al libre mercado su autorregulación y, en determinados casos, tampoco a los poderes tradicionales del Estado» (33) . A ese respecto, quizá la interpretación judicial (34)  es la que más abona a su comprensión conceptual, aunque no debe perderse de vista que, según algunos autores, el neoliberalismo vive una etapa de incertidumbre debido a ciertos factores que, «si bien posicionaron inicialmente [su] florecimiento […], han comenzado ahora a destruirlo» (35) , lo que limita la posibilidad de una estabilidad financiera en el ámbito global, que evidencia su incapacidad como modelo económico para disminuir la desigualdad social, a pesar de que las tecnologías de la información y la comunicación han sido las herramientas de mayor fortaleza para promover el desarrollo humano en un mundo globalizado.

INCLUSIÓN DIGITAL UNIVERSAL Y DESARROLLO HUMANO

En materia de telecomunicaciones y radiodifusión resulta común afirmar que el Estado regulador en México se expresa a través de un conjunto de atribuciones que ejercita el IFT, tendientes a regular, promover y supervisar «el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, las redes y la prestación de [dichos] servicios […] así como del acceso a infraestructura activa, pasiva y otros insumos esenciales» (36) . En ese tenor habrá que agregar que el Estado regulador también se identifica por una serie de funciones tendientes a garantizar la eficiencia de los mercados a través de políticas gubernamentales que promueven escenarios de libre competencia, que constituyen, por cierto, un signo distintivo del modelo económico neoliberal, de acuerdo con el principio de rectoría económica del desarrollo nacional a que alude el artículo 25 de la Constitución, de tal manera que además de las atribuciones señaladas con anterioridad, el IFT ejercita de igual forma, en el ámbito de los sectores mencionados, las facultades que el texto del artículo 28 constitucional asigna en esas materias a la Comisión Federal de Competencia Económica.

No obstante que su diseño institucional como organismo autónomo es complejo, las atribuciones señaladas son suficientes para afirmar la naturaleza del IFT como órgano regulador del sector de las telecomunicaciones; empero, no debe dejarse de lado que el Ejecutivo federal también asume una serie de responsabilidades asociadas a dicho concepto, funciones que se relacionan en lo particular con el desempeño gubernamental en los ámbitos de la educación, la salud y el combate de la desigualdad social, a través de una política pública específica de conectividad que se deduce de lo dispuesto en el artículo decimocuarto transitorio del Decreto de reforma constitucional en telecomunicaciones, publicado en el DOF el 11 de junio de 2013.

En lo que corresponde a la operación del IFT, existen evidencias de beneficios innegables para los consumidores, tanto en telefonía móvil como en acceso a los servicios de Internet, de ahí que la reforma en la materia pueda considerarse, al menos en lo que corresponde a esos servicios (37) , el cambio más certero al marco regulatorio de las telecomunicaciones desde la privatización de la empresa telefónica estatal, ocurrida a finales de 1990. A cinco años de operación como órgano regulador, el IFT reporta: (38)  a) de junio de 2013 a junio de 2018, los precios de comunicaciones en su conjunto cayeron más de 25 %, mientras que la inflación creció 21.8 %; b) la eliminación de la larga distancia nacional y la baja hasta en 84 % en las tarifas de interconexión generaron ahorros para los usuarios de telefonía fija y móvil de más de 133,720 millones de pesos de 2015 a 2017; c) a principios de 2013, sólo 8 % de los hogares con Internet tenía velocidades anunciadas de entre 10 y 100 Mbps, mientras que a junio de 2018, esta velocidad representó 83 % de los accesos de Internet fijo; d) el número de accesos del servicio de banda ancha fija era de 39 por cada 100 hogares al segundo trimestre de 2013, en tanto que para el mismo período de 2018, el número llegó a 53 por cada 100 hogares, lo que refleja un crecimiento del 29.3 %, y e) en 2011, sólo 7 de cada 100 habitantes tenían Internet en su celular, mientras que para 2014 la cifra llegó a 34 de cada 100 y para junio de 2018 es de 66 de cada 100.

Con base en estos resultados, no puede obviarse el éxito de la reforma en telecomunicaciones como parte de las llamadas reformas estructurales impulsadas por el presidente Peña Nieto, al menos en cuanto al desempeño de los mercados de telefonía y acceso a Internet, pero no se puede decir lo mismo de la Política de Inclusión Digital Universal que, según el texto del programa gubernamental respectivo, tenía por finalidad «lograr un México Digital en el que la adopción y uso de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) maximicen su impacto económico, social y político en beneficio de la calidad de vida de las personas» (39) , objetivos que, como veremos adelante, tuvieron resultados insatisfactorios, a pesar de la validez de la premisa a que se refiere el programa en comento, pues los objetivos planteados son consistentes con la tendencia internacional, en particular con lo dispuesto en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en septiembre de 2015.

Ésta señala que «la expansión de las tecnologías de la información y las comunicaciones y la interconexión mundial brinda grandes posibilidades para acelerar el progreso humano, superar la brecha digital y desarrollar las sociedades del conocimiento» (40) , de ahí que la Agenda constituya un marco de referencia para la actuación gubernamental de los países suscriptores, en tanto que permite formular, «un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad [en el que se reconozca] que la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones, incluida la pobreza extrema, es el mayor desafío a que se enfrenta el mundo y constituye un requisito indispensable para el desarrollo sostenible» (41) .

Los objetivos que formula la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible son loables; sin embargo, al estar inscrita dentro de los cánones del modelo económico de desarrollo prevaleciente a nivel mundial, es decir, el neoliberalismo, no parece tener sentido afirmar que el desarrollo humano forma parte de sus finalidades últimas, dado que las cifras del Banco Mundial, una de sus instituciones más representativas, nos dicen que si bien «entre 2013 y 2015 el número total de personas que vivían en la pobreza extrema se redujo en más de 68 millones, [y] desde 1990 decenas de millones de personas han escapado de la pobreza cada año, [también afirma que] el número de personas identificadas como pobres según la línea internacional de pobreza se ha mantenido prácticamente igual en el curso de los últimos 25 años, aunque las cifras de la pobreza extrema disminuyeron» (42) , de tal suerte que a pesar del contenido retórico del discurso del capitalismo en su vertiente neoliberal, el mundo sigue enfrentado a un problema ancestral que ningún modelo de intervencionismo estatal ha podido erradicar, más si, como lo señalan algunos autores, se trata de una forma de desarrollo desigual que «significa mantener y profundizar las diferencias sociales y regionales que él mismo crea [de tal suerte que] la expansión capitalista en su etapa de globalización neoliberal puede ser cualquier cosa menos un proceso capaz de permitir mejores niveles de bienestar para la mayor parte de la población» (43) .

Estas contradicciones nos inducen un pensamiento complejo, en función de la magnitud del problema, pues si bien es cierto que las políticas económicas que impulsan los organismos financieros internacionales hacen referencia a la necesidad de combatir la pobreza en el mundo, también promueven la eficiencia de los mercados internacionales a partir de las fuerzas del mercado, con lo que el bienestar social parece ser una preocupación de segundo grado. Sin embargo, coinciden en un aspecto, en la utilidad de las tecnologías de la información tanto para alcanzar las metas de promoción del mercado y la aplicación de los desarrollos tecnológicos para esos fines, como en la búsqueda de mejores estándares de bienestar en ámbitos como la salud y la educación para disminuir la desigualdad social; el reto, entonces, es enorme a la vez que ineludible, pues las tecnologías de la información y la comunicación habrán de avanzar independientemente del nivel de bienestar tanto económico como social de los países miembros de la comunidad internacional en un mundo globalizado.

Así que la premisa es válida. Las tecnologías de la información constituyen herramientas útiles para aumentar los niveles de bienestar de la población, tal como lo señala la Agenda 2030, en virtud de que pueden constituirse como factor determinante de cambio si se asocian con políticas ligadas al bienestar social, criterio que comparte el Banco Mundial, cuando en su reporte sobre pobreza 2018 afirma que, «en la lucha para poner fin a la pobreza, también debemos tener en cuenta que ser pobre no entraña únicamente carecer de ingresos. Otros aspectos de la vida son esenciales para el bienestar, entre ellos la educación, el acceso a servicios básicos, la atención de la salud y la seguridad. Una persona puede ganar más de USD 1,90 por día y de todos modos sentirse pobre si carece de acceso a esas necesidades básicas» (44) .

No pasa desapercibido, como lo hemos sostenido a lo largo de este análisis, que el avance de las tecnologías de la información corre parejo a los procesos de globalización en sus aspectos económico y político, debido a que «las industrias de la comunicación han alcanzado una posición esencial. No sólo organizan la producción en una nueva escala e imponen una nueva estructura adecuada al espacio global, sino que, a la vez, hacen inmanente su justificación» (45) .

Este es el contexto a partir del cual podemos apreciar los resultados limitados de la política de Inclusión digital universal que impulsó la administración del presidente Peña Nieto, considerando los magros resultados que reporta en materias como educación y salud (46) , a pesar de haberse sustentado de manera pertinente en el uso de las tecnologías de la información para impulsar el desarrollo humano, en el sentido que Castells le da al concepto:


«La insatisfacción con medidas tradicionales de desarrollo en términos del crecimiento del PIB ha llevado a la popularidad del concepto de desarrollo humano en contraposición al de desarrollo económico.

[…]

Nos situamos dentro de la corriente de investigaciones que ve el desarrollo como resultado de la interacción entre economía, tecnología, sociedad y cultura, en un conjunto complejo de relaciones que estamos tratando de develar de manera que estos resulten útiles para quienes hacen políticas en el mundo real, [considerando que] hay dos procesos fundamentales de desarrollo: aumento de riqueza material y aumento de bienestar humano [en donde] ambas categorías pueden incluir contenidos muy diferentes y hasta cierto punto se superponen [dado que] la capacidad para determinar los usos de la riqueza material depende también de condiciones materiales de vida como la educación, la salud, la vivienda, el transporte, el medio ambiente vivible, la creatividad cultural, la seguridad pública y otras, las cuales, a su vez, dependen de la producción de riqueza material para sostener su creación y mejoramiento» (47) .



De acuerdo con los pronunciamientos previos, un Estado regulador eficiente necesita de una sólida política pública de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, para superar, con cierto éxito, uno de los efectos más deplorables del neoliberalismo, la desigualdad social, pues el modelo económico neoliberal y la necesidad de una mejor distribución de la riqueza nacional para combatir la injusticia social en México son temas recurrentes en el discurso gubernamental desde la instauración de políticas de esta naturaleza a partir de los postulados de rectoría económica del Estado, que se introdujeron en el texto constitucional en la época de Miguel de la Madrid.

Por ello resulta congruente asumir la posibilidad de disminuir la tendencia creciente de injusticia y desigualdad social inserta en un mundo globalizado del que México forma parte, a partir de una reformulación de las políticas públicas asociadas al desarrollo humano, con el propósito de disminuir los índices de pobreza en nuestro país, pues según las últimas estimaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), disponibles para 2014:

«En México, 46.2 % de la población vive en pobreza (55. 3 millones de personas), 9.5 % en pobreza extrema (11.4 millones de personas) y 36.6 % en pobreza moderada (43.9 millones de personas). Entre la población en situación de pobreza, a su vez, el promedio de carencias sociales es de 2.3 y las personas vulnerables por carencias sociales son 31.5 millones (26.3 %) con un promedio de 1.8 carencias. Esta última medición confirma, además, que casi 87 millones de personas son privadas de al menos un derecho social, especialmente en términos de seguridad social (70.1 millones) y acceso a la alimentación (28 millones). En cuanto a la pobreza por ingresos, para 2014, en México, la población con un ingreso inferior a la línea de bienestar asciende a 63.8 millones de personas (53.2 %)» (48) .


De conformidad con el texto de la Estrategia Digital Nacional (49) , dentro de los cinco objetivos que pretendía lograr destacan los relacionados con los temas de educación y salud. En el primer caso, la denominación fue planteada como «transformación educativa», mientras que su objetivo señalaba: «Integrar las TIC al proceso educativo, tanto en la gestión educativa como en los procesos de enseñanza-aprendizaje, así como en los de formación de los docentes y de difusión y preservación de la cultura y el arte, para permitir a la población insertarse con éxito en la Sociedad de la Información y el Conocimiento».

En lo que corresponde al ámbito de la salud, el objetivo se anunció en el texto de la citada Estrategia como: «Salud Universal y Efectiva», a través de la cual se pretendía «Generar una política digital integral de salud, que aproveche las oportunidades que brindan las TIC con dos prioridades: por una parte, aumentar la cobertura, el acceso efectivo, y la calidad de los servicios de salud y, por otra, hacer más eficiente el uso de la infraestructura instalada y recursos destinados a la salud en el país».

En su reporte final (50) , los responsables de la Estrategia Digital Nacional, que por cierto quedó centralizada en una oficina que dependía directamente del titular del Ejecutivo federal, se informó de un avance del 100 y 80 %, respectivamente, situación que se explica en virtud de la composición tan simple de las fórmulas respecto de las líneas de acción. Para el componente de educación, la línea de acción más importante consistió en «ampliar la dotación de dispositivos de cómputo en los planteles educativos e impulsar la conectividad en los mismos», y su fórmula de medición relaciona los «proyectos de educación digital», contra «entrega de dispositivos». En salud, la línea de acción más relevante es «impulsar la convergencia de los sistemas y portabilidad de coberturas en los servicios de salud, mediante la utilización de tecnologías de información y comunicación», en tanto que su medición se formuló a través de la integración de portales que auxilian a ubicar unidades médicas, alcanzar la interoperabilidad entre prestadores y un portal de servicios digitales del Instituto Mexicano del Seguro Social. En ambos casos, no hay resultados congruentes con las finalidades últimas de la política pública, tal como fue formulada al inicio de dicha administración federal.
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